


 

pretensiones del actor, el tribunal dictará sentencia 
condenatoria de acuerdo con lo solicitado por éste, pero si 
el allanamiento se hiciera en fraude de ley o supusiera 
renuncia contra el interés general o perjuicio de tercero, 
se dictará auto rechazándolo y seguirá el proceso adelante. 
No apreciándose la existencia de razones para entender 

que, en el presente caso el allanamiento se haya producido 
en fraude de ley ni contra el interés general o en 
perjuicio de tercero, no cabe pues duda de que en el 
presente caso procede dictar sentencia condenatoria 
acogiendo la pretensión principal de la parte actora, de 
declaración de nulidad por usurario del contrato de tarjeta 
de crédito en su día suscrito entre las partes, con las 
consecuencias de tal declaración establecidas en el art. 3 
de la Ley de Represión de la Usura. 
 
SEGUNDO.- Respecto a las costas, dispone el art. 395 LEC 

que: 
1. Si el demandado se allanare a la demanda antes de 

contestarla, no procederá la imposición de costas salvo que 
el tribunal, razonándolo debidamente, aprecie mala fe en el 
demandado. 
Se entenderá que, en todo caso, existe mala fe, si antes 

de presentada la demanda se hubiese formulado al demandado 
requerimiento fehaciente y justificado de pago, o si se 
hubiera iniciado procedimiento de mediación o dirigido 
contra él solicitud de conciliación. 
2.  Si el allanamiento se produjere tras la 

contestación a la demanda, se aplicará el apartado 1 del 
artículo anterior. 
En el presente caso el allanamiento es total y se produce 

antes de contestar la demanda, encontrándonos en el 
supuesto previsto en el art. 395.1 de la LEC, si bien junto 
a la demanda se aporta documentación acreditativa de la 
existencia de requerimiento previo a la demandada. Por 
ello, de conformidad con lo previsto en el precepto 
aplicable, procede imponer a la parte demandada el pago de 
las costas ocasionadas. 
 Nos encontramos ante un supuesto de mala fe legalmente 

establecido en el art. 395 de la LEC por lo que debe 
procederse a la indicada imposición de costas, pudiendo 
haberse evitado el litigio en caso de haber procedido la 
demandada conforme a lo solicitado por el demandante con 
anterioridad a la presentación de la demanda, teniendo 
conocimiento previo de la reclamación. 
En este sentido puede citarse la Sentencia de la 

Audiencia Provincial de Coruña (Sección 6ª), nº 34/18, de 
23 de marzo, cuando expone que: 

estriba en la regulación expresa de dos casos en que 
siempre se debe considerar que existe mala fe: cuando haya 
habido requerimiento fehaciente y justificado de pago 
anterior a la demanda; y cuando se haya presentado contra 
el demandado previa demanda de conciliación.  






